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Un dictamen que restringe la movilidad
sindical. Una reforma que cambia un
derecho cierto por una cuenta de ahorro
sujeta al mercado. Una ley que obliga a
informar la brecha salarial pero no a
corregirla. Tres textos, tres instituciones
distintas —la Dirección del Trabajo, el
Ejecutivo, el Congreso— y, sin embargo, un
mismo movimiento de fondo, que este
número de Análisis de Coyuntura del ICAL
se propone nombrar.

Conviene mirar primero las vías. La
Doctrina Oddó no pasa por el Congreso: se
construye dictamen a dictamen, con la
misma potestad interpretativa que
permitió, hace apenas tres años, sostener
el criterio contrario.  La indemnización a
todo evento sí necesitará una ley, pero
nace ya diseñada por una Mesa de
Reactivación Laboral donde la
representación de los trabajadores se
redujo a un formulario de consulta. La Ley
N.° 21.828, en cambio, es la única de las tres
que ya cursó su trámite legislativo
completo.

Tres velocidades y tres grados de
legitimidad de origen. Y aun así, el
resultado converge: en los tres casos, lo
que se presenta como técnico, como
flexibilización o como transparencia
termina trasladando certeza desde el
trabajador hacia el empleador.

El mecanismo se repite con variaciones. En
la negociación colectiva, la certeza que se
pierde es la de la movilidad: afiliarse a otro
sindicato deja de significar, de inmediato,
negociar con él, y el universo de entidades
donde negociar está simplemente
prohibido se ensancha por la vía de
eliminar un requisito administrativo. En la
indemnización, la certeza que se pierde es
la del monto: un mes de sueldo por año,
tope de once, se cambia por el rendimiento
futuro de una cuenta individual, y el pago
deja de depender de si el despido tuvo o no
justificación —exactamente el elemento
que hoy disciplina la decisión de despedir.
En la equidad de género, la certeza que se
pierde es la de la consecuencia: la ley
ordena   medir  la  brecha,  pero  no  ordena

Editorial: El derecho sin balanza: tres
frentes de un mismo desequilibrio
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cerrarla, y la sanción por no informar
equivale, para una empresa grande, a una
tarifa antes que a un castigo.

El hilo no es casual ni aislado. Ya lo
advertíamos al revisar los límites del Plan
Laboral de 1979: el diseño institucional
chileno atomiza la negociación colectiva a
nivel de empresa y deja fuera,
estructuralmente, cualquier experiencia de
negociación sectorial. Lo que muestran los
tres frentes reunidos aquí es que ese
diseño no solo se sostiene por inercia
legislativa, sino que se actualiza
activamente —por dictamen, por reforma,
por ley con dientes de papel— cada vez que
la coyuntura ofrece la oportunidad. Y en los
tres casos, además, el argumento que se
ofrece en público —modernización, alivio
de costos para la reactivación,
transparencia— describe con precisión el
beneficio para la empresa y omite, o
minimiza, el costo que se traslada al
trabajador.***

Oddó llega al cargo con una trayectoria que
no es casual: fue jefe jurídico de la DT bajo
el director Mauricio Peñaloza durante el
segundo gobierno de Piñera (2018-2020) —
período en que coautoró el dictamen que
igualó los “grupos negociadores” a los
sindicatos para efectos de registro de
instrumentos colectivos, leído entonces
como un límite a la titularidad sindical— y
luego ejerció como consultor laboral
representando principalmente a empresas.
Desde entonces, la seguidilla de
dictámenes que ha firmado ha sido
bautizada por especialistas y prensa
jurídica como la “Doctrina Oddó”. Entre
junio y agosto de 2026 esa doctrina sumó
tres nuevos capítulos que conviene revisar
en conjunto.

Tres giros en menos de tres meses
1. Desafiliación sindical y continuidad
del instrumento colectivo (23 de junio)

El primer dictamen aborda una práctica de
sindicatos en grandes empresas:
trabajadores que se desafilian de una
organización mientras siguen afectos a un
instrumento colectivo vigente, para
incorporarse a otro sindicato que recién
inicia una negociación. La doctrina previa
(Dictamen N.°838/28, de 2023) permitía a
esos trabajadores sumarse de inmediato al
proceso de negociación del nuevo
sindicato, aunque la aplicación del nuevo
instrumento quedara supeditada al
vencimiento del anterior. El nuevo criterio
de la DT deja sin efecto esa doctrina: el
trabajador que se desafilia permanece
sujeto al instrumento colectivo de su
sindicato de origen hasta que este expire, y
debe seguir pagando la cuota sindical
completa a la organización que dejó
durante todo ese período. En la práctica, se
restringe la movilidad de los trabajadores
entre     organizaciones     sindicales     y    se 
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DIRECCIÓN DEL TRABAJO

Doctrina Oddó:
tres giros que
redefinen el
derecho colectivo
sin pasar por el
Congreso
En el número 1 de este análisis de
coyuntura advertíamos sobre los primeros
pronunciamientos con que David Oddó,
nombrado Director del Trabajo por el
Gobierno de Kast en marzo de 2026,
comenzaba a revertir criterios de la
administración anterior en materia de
negociación colectiva y libertad sindical. 



encarece, vía doble cuota, el ejercicio de
esa movilidad.

2. El fin del “acuerdo colectivo atípico”
en la minería (julio)

El segundo giro revierte un dictamen de
noviembre de 2025 que había autorizado
inscribir como “acuerdo colectivo atípico”
un documento marco de carácter
supraempresa suscrito entre la
Confederación de Trabajadores del Cobre
(CTC) y la Asociación Gremial de
Empresarios para la Minería (Agema), con
participación de Codelco. Ese acuerdo
fijaba pisos salariales y beneficios mínimos
para trabajadores contratistas del cobre, y
su incumplimiento podía interpretarse
como un atentado contra la libertad
sindical. El dictamen de Oddó sostiene que
la DT “no se encuentra facultada” para
calificar ese tipo de acuerdo marco como
producto de la negociación colectiva
reglada, por tratarse de una figura sin
reconocimiento expreso en el
ordenamiento jurídico. El efecto es
concreto: se cierra, por vía interpretativa,
una de las pocas experiencias chilenas que
se acercaba a una negociación de carácter
sectorial, precisamente el tipo de
instrumento cuya ausencia estructural
describimos en el número 3 de este análisis
al revisar los límites del Plan Laboral de
1979.

3. Más entidades quedan fuera de la
negociación colectiva (7 de agosto)

El tercer giro, contenido en el Dictamen N.
°354/31, modifica el criterio sobre el
artículo 304 inciso 3.° del Código del
Trabajo, que prohíbe negociar
colectivamente en empresas o
instituciones financiadas por el Estado en
más del 50% de su presupuesto. 

La doctrina vigente desde 2023 exigía que
ese financiamiento estatal constara
nominativamente en la Ley de
Presupuestos del Sector Público para que
operara la prohibición, lo que en la práctica
acotaba su aplicación. El nuevo dictamen
elimina esa exigencia por considerarla “un
requisito de origen administrativo que la
ley no contempla”: basta ahora que el
presupuesto haya sido financiado por el
Estado en más del 50% en alguno de los
dos últimos años calendario —mediante
aportes, transferencias, subvenciones o
convenios de ejecución de programas—, sin
que sea necesario que ese financiamiento
esté individualizado en la Ley de
Presupuestos. Aunque algunos estudios
jurídicos han descrito el cambio como una
“flexibilización”, el efecto práctico es el
opuesto para los trabajadores: al eliminar el
requisito de listado nominativo, se amplía
el universo de entidades a las que se les
prohíbe negociar colectivamente. El
dictamen rige de inmediato, incluso para
negociaciones en curso donde el
empleador no haya respondido todavía el
proyecto de contrato colectivo.

¿Qué significa todo esto?

Ninguno de estos tres dictámenes pasó por
el Congreso ni fue objeto de debate público
previo: son actos administrativos de un
servicio con potestad interpretativa sobre
el Código del Trabajo, y por eso mismo
pueden revertirse con la misma rapidez con
que se dictan. Leídos en conjunto, sin
embargo, no son episodios aislados sino
una línea consistente: restringir la
movilidad sindical, cerrar la única
experiencia chilena contemporánea de
negociación con rasgos sectoriales, y
ampliar el universo de entidades donde la
negociación colectiva está simplemente
prohibida.     Es,      otra      vez,      el    mismo
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diagnóstico que hicimos en el número 3 de
este análisis sobre el Plan Laboral de 1979:
la negociación colectiva chilena permanece
atomizada a nivel de empresa porque el
diseño institucional —hoy reforzado por vía
interpretativa— la mantiene ahí. La
diferencia es que esta vez el retroceso no
requiere una ley ni una mayoría
parlamentaria: basta un cambio de criterio
en un servicio público, firmado por alguien
cuya trayectoria profesional estuvo, hasta
antes de asumir el cargo, del otro lado de la
mesa.***

El sistema vigente, contenido en el artículo
163 del Código del Trabajo, garantiza a
quien es despedido por necesidades de la
empresa un mes de la última remuneración
por cada año trabajado, con un tope legal
de 11 años y una base de cálculo máxima de
90 UF. Es un derecho cierto, exigible y
conocido de antemano por el trabajador. La
alternativa que evalúa el Gobierno
reemplaza esa certeza por una cotización
mensual del empleador de 1,8% de la
remuneración, acumulada en una cuenta de
ahorro individual que se pagaría ante
cualquier término del contrato —incluida la
renuncia voluntaria—, de ahí el nombre “a
todo evento”. Según lo adelantado por el
ministro Rau, el cambio aplicaría
únicamente a los contratos nuevos, sin
alterar la situación de quienes ya acumulan
antigüedad bajo el régimen de los 11 años.

Qué significa en la práctica

El argumento oficial es que el sistema
actual representa “un costo elevado y
muchas veces imprevisto para las
empresas chilenas”, y que ampliar la
cobertura hacia quienes hoy renuncian o
tienen trayectorias cortas —solo uno de
cada cuatro contratos indefinidos que
terminan en Chile genera efectivamente
derecho a indemnización— es un avance de
protección. Sin embargo, lo que sabemos
con certeza es que la comparación que lo
sostiene es incompleta: la cobertura más
amplia se financia reduciendo lo que
reciben quienes sí cumplen los requisitos
actuales. Una cotización de 1,8%
acumulada en una cuenta individual no
reproduce el resultado económico de un
mes de sueldo por año con tope de 11 años;
para un trabajador de larga trayectoria, la
nueva fórmula rinde sistemáticamente
menos que la indemnización que hoy la ley
le garantiza, porque el monto final depende 
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REFORMA LABORAL

Indemnización a
todo evento:
menos costo para
la empresa, menos
certeza para el
trabajador

Con una tasa de desempleo que en 2026 ha
superado el 9% —la más alta en cinco años
— y sin que exista todavía un proyecto de
ley ingresado al Congreso, el Ministerio del
Trabajo avanza en el diseño de una reforma
que reemplazaría la indemnización por
años de servicio por un sistema de
“indemnización a todo evento”. La
propuesta es uno de los compromisos de
campaña del Presidente Kast y surge, según
el propio Ejecutivo, de las
recomendaciones de la Mesa de
Reactivación Laboral convocada en mayo
de 2026. El ministro Tomás Rau confirmó a
mediados de agosto que la iniciativa se
presentará “dentro de este año”.

En palabras del ejecutivo
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del rendimiento de la cuenta y no de una
regla fija conocida de antemano.

El problema no es solo aritmético. La
indemnización por años de servicio actual
cumple una función que la propuesta del
Gobierno no reemplaza: encarece el
despido injustificado y, con ello, disciplina
la decisión empresarial de desvincular.
Trasladar ese costo a una cotización
mensual fija, independiente de la causal de
término, desliga el pago de la conducta del
empleador: da lo mismo despedir sin causa
que aceptar una renuncia, lo que diluye
precisamente el efecto disuasivo que hoy
tiene la indemnización frente al despido
arbitrario. Es, otra vez, el mismo patrón que
atraviesa la agenda laboral de este
Gobierno —visible ya en el contrato por
horas y en la ampliación del período de
referencia de la jornada—: un costo cierto y
predecible para el empleador se convierte
en una variable financiera de bajo piso, y la
certeza que antes tenía el trabajador se
traslada al riesgo de un fondo cuyo
resultado nadie puede garantizar.

A esto se suma un problema de legitimidad
en el proceso: la propuesta surge de una
Mesa de Reactivación Laboral compuesta
mayoritariamente por exautoridades de
gobiernos de derecha y perfiles vinculados
a centros como Libertad y Desarrollo,
mientras la participación de los
trabajadores en su elaboración se limitó a
un formulario de consulta. Sabemos,
además, que la evidencia comparada sobre
flexibilización de la indemnización muestra,
en el mejor de los casos, efectos sobre la
rotación laboral, no sobre la creación neta
de empleo. Lo que sí cambia con certeza,
una vez más, es quién asume el riesgo: hoy
la empresa financia con recursos propios y
de forma predecible el término de una
relación laboral; con la reforma, ese costo 

se dispersa en una cuenta cuyo resultado
depende del mercado, y no de la ley, por
tanto se trasladan sus efectos de incerteza
laboral al trabajador.

Finalmente, cabe recordar que esta no es
una idea nueva: es, en lo sustancial, la
misma fórmula que evaluó el segundo
Gobierno de Piñera, con una tasa de
cotización similar. Que la propuesta
reaparezca casi idéntica una década
después, presentada nuevamente como
solución a la crisis de empleo del momento,
es una señal de que el objetivo de fondo no
ha cambiado: abaratar el costo del despido
para la empresa, no fortalecer la
protección del trabajador frente a él.***
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EQUIDAD DE GÉNERO

El espejo y la
balanza
Sobre la Ley N.° 21.828, que promueve la
transparencia y la adopción de medidas
para la inclusión laboral de las mujeres:

«No hagamos de la ley un espantapájaros,
puesto allí para asustar a las aves de rapiña,
y dejado siempre en la misma forma hasta
que la costumbre lo convierta en su percha
y no en su terror».
— William Shakespeare, Medida por medida,
II, 1

En 1931, el primer Código del Trabajo
chileno tenía un artículo 35 que decía: “En
la misma clase de trabajo, el salario del
hombre y de la mujer serán iguales”.
Catorce palabras y un verbo que manda.
Estuvo ahí hasta 1978, y desapareció.

En 2009 volvió, convertido en principio con
excepciones: la Ley N.° 20.348 declaró la
igualdad de   remuneraciones   y   enseguida

BOLETÍN DE COYUNTURA - AGOSTO 2026 - DPTO TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL ICAL



aclaró que no son arbitrarias las diferencias
fundadas en capacidades, calificaciones,
idoneidad, responsabilidad o
productividad. Dejo a juicio de las personas
lectoras la subjetividad de dichas
excepciones.

En julio de este año volvió otra vez,
convertido en informe.

Ese es el arco de noventa y cinco años:
primero una orden, después un principio,
ahora una planilla. Conviene mirar de cerca
este último tramo.

La Ley N.° 21.828 tiene un solo artículo, que
agrega al Código del Trabajo el artículo 157
septies. Las empresas de doscientas o más
personas trabajadoras —y las de cincuenta
o más en minería, investigación y
desarrollo, finanzas, energía, transporte y
construcción (sectores estratégicos)—
deberán elaborar, cada año, un informe
sobre “el estado de la equidad de género”
en su interior: cuántas mujeres hay, cuántas
ejercen cargos de responsabilidad, qué
medidas de conciliación existen y qué
antecedentes hay de brecha salarial. Se
envía en marzo a la Dirección del Trabajo,
que en abril debe reenviarlo al Comité
Interministerial para la Igualdad de
Derechos y la Equidad de Género y al
Consejo Superior Laboral. Cada empresa lo
publica en su sitio web. Eso es la ley.

El Comité Interministerial mencionado
precedentemente fue creado por el artículo
8.° de la Ley N.° 20.820, que en 2015 creó el
Ministerio de la Mujer. Se le define como
una instancia de coordinación, información,
orientación y acuerdo. No fiscaliza, no
sanciona, no ejecuta. Los informes de
cientos de empresas viajarán hasta una
mesa de catorce ministros que no    está      
obligada      a      leerlos,     ni     a 

responderlos, ni a hacer algo con ellos.
Existe, y es casi peor que si no existiera:
cuando el destinatario no tiene deberes, no
hay a quién reclamarle, porque nadie
incumple nada.

Pero empecemos por lo que sí hace esta
“nueva” ley. Hasta ella, la obligación de
informar brechas alcanzaba sólo a las
sociedades que fiscaliza la Comisión para el
Mercado Financiero, y era un deber ante el
regulador financiero, no ante la autoridad
laboral. Ahora alcanza a las empresas como
empleadoras. Es periódica y no reactiva: no
espera una denuncia. Y produce cada año
un documento escrito y firmado que un
sindicato puede guardar, comparar y,
llegado el caso, ofrecer como indicio en un
juicio de tutela. La ley no le puso músculos;
pero, al menos, podría fabricar prueba.

Conviene dejar en claro que nadie puede
elegir lícitamente no hacer el informe: el
deber existe y no es potestativo. Lo que no
existe es una sanción propia. Al no tenerla,
la infracción cae en la regla residual del
artículo 506 del Código del Trabajo: entre 3
y 60 unidades tributarias mensuales para la
gran empresa, lo que significa un techo de
4,3 millones de pesos. Para una empresa de
más de doscientas personas trabajadoras
eso no es un castigo: es una tarifa. Y un
deber cuyo incumplimiento tiene tarifa deja
de funcionar como deber y empieza a
funcionar como una opción con precio.

Kelsen ya lo dijo. La sanción no es un
accesorio de la norma sino su estructura
misma: la regla que no enlaza una
consecuencia a su incumplimiento no es
una norma jurídica independiente, sino el
fragmento de otra. Traducido: el artículo
157 septies no se sostiene solo. Se apoya en
el 506, que apenas lo soporta. Por eso
pareciera que el recién nacido  artículo  157
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septies es una norma de cortesía.

Hay un segundo vacío que no se arregla
subiendo la multa. El informe lo escribe la
empresa, sobre la empresa, para ser
publicado por ella misma. No hay
obligación de entregarlo al sindicato, ni de
discutirlo, ni de responder una sola
pregunta. Es un monólogo... con testigos.

Se podría haber hecho mejor. La Directiva
europea 2023/970, que los Estados de la
Unión debían incorporar a sus leyes antes
del 7 de junio de este año, agrega dos piezas
que aquí no están.

La primera se llama evaluación retributiva
conjunta. Funciona así: si el informe
muestra que dentro de una misma
categoría de trabajo igual o de igual valor la
diferencia media entre hombres y mujeres
llega al 5%, la empresa no la justifica con
criterios objetivos y no la corrige en seis
meses, queda obligada a sentarse con la
representación de las trabajadoras para
hacer juntos una auditoría: cuántas mujeres
y cuántos hombres hay en cada categoría,
cuánto gana cada grupo, por qué existe la
diferencia, quiénes recibieron aumento al
volver de un permiso parental, y qué se
hará para corregirla. El resultado se
comunica a toda la plantilla y al organismo
de control, y la empresa debe subsanar las
diferencias injustificadas en cooperación
con esos mismos representantes. No es
negociación colectiva: es una auditoría
obligatoria, compartida y con deber de
resultado.

La segunda es probatoria. La regla general
europea es la misma que la nuestra: la
trabajadora aporta indicios y entonces le
toca a la empresa explicarse, que es en
sustancia lo que hace el artículo 493 de
nuestro Código.

Pero la Directiva agrega un piso que
nosotros no tenemos: cuando la empresa
incumplió sus deberes de transparencia, la
presunción opera sola, sin que la
trabajadora deba aportar indicio alguno,
salvo que el incumplimiento haya sido
manifiestamente involuntario y de carácter
menor. Dicho en simple: allá, no informar le
cuesta el juicio a la empresa. Ese es el
modo de darle musculatura a un deber de
informar sin necesidad de una multa.
Nuestra ley no lo hizo.

Y no es que en Chile no supiéramos que
informar no basta. Lo supimos el año
pasado. En agosto de 2025 se publicó la Ley
N.° 21.757, vigente desde enero de este año,
que fija cuotas de género progresivas en los
directorios de las sociedades anónimas
abiertas: ningún sexo puede superar el 80%
ahora, el 70% desde 2029 y el 60% desde
2032; y si el mercado en conjunto no
cumple, la regla se endurece y pasa a tener
sanciones.

Miremos la asimetría. Para los directorios —
unos pocos cientos de sillas— el legislador
concluyó que el reporte no bastaba y puso
una regla con calendario y con
consecuencia. Para el resto de las
trabajadoras del país, seis meses después,
concluyó que bastaba un formulario. Y los
números le daban la razón en lo primero:
las sociedades que fiscaliza la Comisión
para el Mercado Financiero llevan años
reportando indicadores de género, y entre
2024 y 2025 la participación de mujeres en
sus directorios cayó de 19% a 17%, mientras
en la alta gerencia pasaron de recibir 85
pesos a recibir 79 por cada 100 que recibe
un hombre. Se midió, se publicó, y
retrocedió. Esa evidencia fundó la ley de
cuotas. Seis meses más tarde no fundó
nada.
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Conviene notar, además, que el eslogan con
que se celebró esta ley —lo que no se mide
no se gestiona— se le atribuye a Deming,
que escribió lo contrario: creer que no se
puede gestionar lo que no se mide es, dijo,
un mito costoso. Alain Supiot le puso
nombre al fenómeno: gobernanza por los
números, el momento en que el derecho
deja de mandar y empieza a pedir
indicadores. La norma se vuelve tablero; el
obligado, su propio evaluador.

Hay, por último, un problema de puntería.
La ley le pide a cada empresa que se mire a
sí misma, pero la brecha chilena no vive
sólo dentro de la empresa. Vive en la
puerta —53,3% de participación laboral
femenina contra 71,7% masculina— y vive
en las casas, donde las mujeres destinan
cuatro horas y 57 minutos diarios al trabajo
no remunerado y los hombres dos horas y
52. Cada empresa puede aprobar su
examen y el país seguir reprobando el suyo.

Y es que cuando una ley sobre desigualdad
material no encuentra resistencia, rara vez
es porque convencimos a alguien: suele ser
porque no le estamos pidiendo nada a
nadie.

Tenemos entonces un espejo. Anual,
obligatorio, público. Y los espejos sirven,
porque nadie corrige lo que no admite. Pero
un espejo devuelve la imagen y se queda
quieto. No inclina nada.

La balanza sería otra cosa: que la brecha
injustificada obligue a sentarse a corregirla;
que no informar tenga costo en juicio; que
la carga de probar la igualdad la lleve quien
fija los sueldos y no quien los recibe.

Y una balanza no funciona sola. Alguien
tiene que poner el peso en el otro platillo.
En el derecho del trabajo ese peso tiene un
solo nombre, y no es el Estado ni el
mercado: es el Sindicato.

Mientras tanto, hay algo concreto por
hacer. En marzo de 2027 llegarán los
primeros informes y quedarán publicados
en los sitios web de las empresas. Un
informe leído por una trabajadora sola es
un dato. Leído por el sindicato, comparado
con el del año siguiente y llevado a la mesa
de negociación o al tribunal, empieza a
pesar. La ley entregó el espejo. Quién lo
sostiene, y para qué sirve, lo decidimos
nosotros.***
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